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I. Introito

Es para mí un honor muy grande que el profesor Luciano Vandelli me haya invitado a participar en este
Seminario en la célebre Universidad de Bologna, calificada con acierto como Alma Mater Studiorum, que tanto
ha contribuido al desarrollo científico del derecho público. Muchas gracias profesor Vandelli.

II. El cambio radical en el sistema de las fuentes del derecho a raíz de la declinación de la centralidad de la
ley. Auge y prevalencia de los principios generales del derecho. La supremacía constitucional y la potenciación
del papel de los jueces. Aplicación del principio de razonabilidad y de la técnica de la ponderación. El
surgimiento de nuevos derechos y principios

Aunque se suele hablar de neoconstitucionalismo, personalmente prefiero emplear el término nuevo
constitucionalismo, que representa una imagen algo más neutra y desprovista de la carga ideológica que anida
en algunos de los primeros ensayos que intentaron explicar este fenómeno.

La mayoría de esos ensayos ha prescindido de los antecedentes que había aportado el derecho administrativo
a la consolidación de los paradigmas que exhibe el nuevo escenario del derecho público, atribuyéndolo, en
exclusiva, a las Constituciones de la posguerra europea. En efecto, con antelación a la vigencia de las cartas
constitucionales de Italia, Alemania y España, el Consejo de Estado francés había reconocido la prevalencia de
los principios generales del derecho sobre las normas positivas, lo que implicó un cambio radical en el sistema
de las fuentes del derecho administrativo, registrado en un ensayo pionero de Rivero (1), cuyas pautas
principales fueron desarrolladas en España, entre otros, por Eduardo García de Enterría (2) y Jesús González
Pérez (3).

Desde luego que la plasmación del dogma de la supremacía constitucional sobre las leyes, inspirada en la
Constitución norteamericana (4), adoptada por las nuevas constituciones europeas que consagraron los derechos
fundamentales de los ciudadanos contribuyó, sin duda, a la formación paulatina de un conjunto de principios y
nuevos derechos que se abrieron paso en medio de una jurisprudencia abierta a las transformaciones que
imponía la nueva realidad jurídica y social.

En el curso de ese proceso se operó la declinación de la centralidad de la ley como eje del sistema de las
fuentes, junto a una serie de elementos y métodos de interpretación jurídica que potenciaron el papel de los
jueces, que abandonaron la función cuasi automática de interpretar las leyes conforme a mecanismos de
subsunción, para pasar a la aplicación de los principios generales y soluciones basadas en la justicia no sólo
frente a las lagunas o carencias normativas sino también cuando las normas entraban en colisión con los
derechos fundamentales. A su vez, la función de los jueces se potencia en el campo de la interpretación en el
que el principio de razonabilidad juega un papel central de acuerdo a nuevas técnicas de hermenéutica basada en
juicios de ponderación.

En paralelo, esa función verdaderamente creativa de los jueces permitió efectuar un control de
constitucionalidad más efectivo y si bien no todos los sistemas son semejantes, el principio de separación de
poderes cobró una mayor fuerza (a diferencia de Latinoamérica) proyectándose hacia las nuevas instituciones
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públicas de la posguerra (Consejos de la Magistratura, agencias independientes, etc.).

Surgieron también nuevos derechos (5) (v.gr., en materia ambiental) y se intensificó el proceso de
producción normativa y de principios a través de los tratados que, en Europa, pasaron a ser reglas comunitarias
de eficacia directa y vinculante, no obstante su carácter supranacional, como consecuencia del abandono de la
antigua tesis de la soberanía de los Estados.

En colisión con la idea de la democracia relativa sustentada por Kelsen, el principio democrático se afirmó
con caracteres absolutos, al igual que la protección de los derechos humanos o fundamentales.

Ese proceso condujo a la necesidad de armonizar la dogmática del derecho público con la filosofía del
derecho y con las reglas interpretativas de la teoría general, cuyo resultado se plasmó en una nueva estructura
del ordenamiento jurídico, basada tanto en principios y normas, por una parte, y en derechos y garantías, por la
otra, cuyas nociones no habían sido bien perfiladas por la doctrina y la jurisprudencia del derecho público.

III. La estructura del ordenamiento: normas y principios. Los valores. El concepto moderno del derecho
subjetivo y la figura de la garantía como técnica de protección procesal, particularmente de los derechos
fundamentales

La nueva estructura que adquiere el ordenamiento ocasionó el abandono del positivismo legalista y la
necesidad de que se decanten las distintas fuentes de producción jurídica con perfiles más nítidos, otorgándoles
una mayor precisión y certeza.

Mientras el concepto de norma se define conforme a una estructura tripartita (antecedente de hecho,
mandato y consecuencia jurídica), el principio (al menos en la doctrina alemana) se define como un mandato
carente de supuestos de hecho. Tanto las normas como los principios vinculan al juez y pertenecen al género de
las reglas jurídicas (6). En cuanto a los valores, asimilados a la idea de bien, hay que reconocer que, no obstante
que todo principio general del derecho encierra un valor, no todo valor (v.gr., la amistad) constituye un
principio y, por tanto, hay valores no vinculantes que suelen alojarse en el ámbito de las virtudes (v.gr., la fe y la
caridad).

Por otra parte, no es menor la importancia que cabe asignarle a las fórmulas que se utilizan para describir lo
que es derecho y su diferenciación con la garantía jurídica, cuestiones generalmente poco clarificadas por la
doctrina de los publicistas.

Es sabido que por derecho entendemos varias cosas, no necesariamente opuestas ni iguales. La teoría que
desarrollamos sobre la estructura del ordenamiento se completa con la utilización del concepto de derecho no
precisamente como ius o lo justo (lo que resulta válido) sino como el poder de reclamar a otro el cumplimiento
de una prestación u obligación. Este concepto de derecho subjetivo como facultad jurídica, que proviene de
Suárez, es al que siempre hemos adherido por su mayor utilidad práctica (7) y cuenta con el apoyo de Finnis (8),
que ha adoptado como concepto moderno del derecho, sin invalidar las concepciones clásicas, entre otras, de
Cicerón y Tomás de Aquino, que juegan en planos diferentes.

Cabe puntualizar también que el concepto de garantía no traduce una mera fórmula retórica sino que juega
como el instrumento procesal que permite la realización del derecho, es decir, constituye una típica protección
(por ej., la acción de amparo que protege contra la violación de los derechos fundamentales).

IV. Los llamados conflictos de derechos y el principio de no contradicción. La tesis de la armonización. El
derecho de huelga en los servicios esenciales

Los derechos y principios no pueden entrar en conflicto, ya que de lo contrario se estaría violando el
principio de no contradicción (9). Los conflictos se dan entre pretensiones de las personas basadas en derechos o
principios, sin que pueda establecerse de antemano la preferencia de unos derechos sobre otros (p. ej., los
derechos colectivos sobre los derechos individuales).

La tesis de la armonización de los derechos y principios se impone tanto por razones de lógica formal como
por imperio de la justicia, ya que resulta arbitrario asignar preferencia a un valor sobre otro a priori, como regla
general (aunque la excepción más notoria se da en el derecho a la vida que, en principio, no es relativo).

Uno de los conflictos colectivos más graves para la sociedad es, sin lugar a dudas, el que se produce a raíz
del reconocimiento del derecho de huelga en los servicios esenciales (o servicios públicos en el derecho
latinoamericano). En esta materia, ha habido un desplazamiento del clásico principio de continuidad de los
servicios públicos que resulta sustituido por el recurso a la acción directa, prevaleciendo la presión sindical
sobre las empresas. Algo realmente impensable en siglos anteriores se ha convertido en un recurso habitual que
viola los derechos fundamentales de los ciudadanos a trabajar y trasladarse libremente. Los procedimientos
legales (10) tendientes a morigerar los perjuicios que ocasionan las huelgas en los servicios esenciales (como el
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preaviso y los servicios mínimos), si bien son un paliativo, no suelen cumplirse o bien no alcanzan a satisfacer
las demandas sociales.

En ese contexto, el papel del Estado ha dejado de ser neutro para convertirse en garante de las prestaciones
sociales, cuando no el prestador directo de ellas, con arreglo al principio de subsidiariedad. Creemos que la
sociedad del futuro, globalizada y aun con las nuevas tecnologías, no podrá prescindir del Estado, en especial,
de una Administración Pública eficiente como la que cuentan hoy día muchos países (como Suecia, Finlandia,
Alemania, etc.) (11).

En la resolución de los conflictos, los tribunales comienzan a utilizar la técnica de la ponderación de los
intereses en juego (Alexy) mediante un razonamiento en el que combinan la lógica con los criterios de justicia.
En ese sentido, el razonamiento se descompone en tres etapas: a) juicio de adecuación, en el que se valora la
idoneidad para alcanzar el fin perseguido; b) juicio de necesidad, que exige elegir la medida o solución que
produzca la menor restricción a los derechos fundamentales; y por último, c) el juicio de proporcionalidad en
sentido estricto, que apunta a lograr una relación razonable entre los sacrificios (costes) y los beneficios que
genera la decisión, en cualquier caso, sin afectar los derechos fundamentales.

V. Los caracteres formales del orden jurídico atribuidos por el positivismo legalista. La completitividad y el
derecho como orden coactivo. El aforismo positivista según el cual el derecho regula su propia creación

En el proceso que venimos describiendo, desaparecen o se restringen buena parte de los caracteres formales
del orden jurídico que constituían las principales banderas de la escuela positivista pura.

En primer lugar, ya no se concibe el orden jurídico como un sistema completo y hermético sino que se
reconoce la existencia de las llamadas lagunas jurídicas que, en principio, requieren acudir a la técnica de la
analogía y a los principios generales del derecho para cubrir el vacío normativo.

Otra característica que se atribuía, y aún se atribuye al derecho, es la de ser un orden coercitivo, pero si así
fuera, no tendrían cabida en el mundo jurídico los llamados actos favorables ni las ayudas públicas (lo que
anteriormente se denominaba actividad de fomento) ni tampoco buena parte del derecho de organización de la
Administración Pública, como las relaciones inter-administrativas.

Completa este cuadro la caída del aforismo positivista según el cual el derecho regula su propia creación por
las autoridades que ejercen la actividad legislativa y deja de tener sentido como consecuencia de la proyección
de los principios generales del derecho y de la costumbre, así como de las autorregulaciones admitidas en
algunos sectores de la economía (v.gr., bolsas de valores).

VI. La relatividad de los derechos no impide reconocer que ciertos derechos sean absolutos. La buena fe y el
derecho a que los funcionarios no mientan. Prevalencia del principio de verdad material

La relatividad de los derechos también entra en crisis. No es posible sostener que el derecho a la vida o a
que los funcionarios no mientan sean derechos relativos; si bien en algunos casos se admiten excepciones, ellas
se configuran por la misma causa o esencia del derecho que se protege (p. ej., la legítima defensa protege el
derecho a la vida de quien sufre amenaza de muerte). Por lo demás, el derecho a que no mientan los
funcionarios constituye una derivación de los principios de buena fe y de la dignidad de las personas, que son
los ciudadanos. A la pregunta de si el estado de necesidad justifica la mentira, creemos que por razones morales
o éticas resulta insostenible, pues estaríamos relativizando el principio de verdad que debe regir en la actividad
de la Administración Pública, el cual debe prevalecer en todos los comportamientos estatales.

VII. La dignidad de la persona como eje de todos los principios y derechos

La persona humana es la fuente de todos los principios y derechos (12). Más aún, el fundamento (13) y la
razón de ser del derecho radican en la persona, cuya humanidad no deriva de ser una creación formal del
hombre (14). Un ordenamiento positivo que negase la condición de persona de un ser humano sería algo
inconcebible, un no-derecho, una aporía que el positivismo no pudo resolver cuando sostenía que la persona era
una creación del derecho (15), siendo la principal justificación de cualquier norma jurídica (16).

En el dominio sobre la propia vida del ser más que del existir se encuentra la raíz de la dignidad de la
persona, pues, como decían las Partidas, la persona del hombre es la más noble del mundo (17). Esa dignidad no
admite discriminación alguna por razón de nacimiento, raza o sexo, opiniones o creencias (18) y en ella se
fundamentan los derechos del hombre como la libertad religiosa o la libertad de expresión (19).

De un modo u otro, todos los derechos humanos están relacionados con la dignidad de la persona, que
constituye algo así como el principio general básico de todo el derecho, el cual informa el contenido del
ordenamiento y resulta un valor jurídico exigible. Por esa causa, el primer derecho que prevalece respecto de
cualquier otro derecho es el derecho a la vida (20), uno de cuyos contenidos principales es el derecho a la salud,
dado que la preservación de la persona representa el grado máximo de su dignidad. La persona es un fin en sí
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mismo para cuya realización y perfección necesita gozar de todos los derechos que se relacionan con la
condición humana, con las restricciones razonables que le imponga el bien común, tanto en su dimensión
individual como social, espiritual y material (21). En ese arco protectorio se encuentran la libertad, la propiedad
y la igualdad y aun los llamados derechos de segunda y tercera generación, con sus nuevos paradigmas, como la
tutela judicial efectiva.

El valor jurídico básico de la dignidad humana ocupa un lugar central en el derecho público, siendo un
principio constitucional (22) que se proyecta a la teoría del acto administrativo, a través del desarrollo de una
serie de principios generales cuyos diversos contenidos se expresan mediante mandatos, prohibiciones y
estímulos.

La dignidad humana, como principio básico del derecho, ha sido reconocida en numerosos tratados
internacionales. Para nuestro derecho, adquieren trascendencia como fuente de todo el ordenamiento aquellos
que poseen jerarquía constitucional (art. 75, inc. 22, CN). En tal sentido, desde la Declaración Universal de los
Derechos Humanos (23), el Pacto de Derechos Civiles y Políticos (24), el Pacto de los Derechos Económicos,
Sociales y Culturales, la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre (25) hasta la Convención
Americana sobre Derechos Humanos, han incorporado en sus textos el principio; en particular esta última lo
recoge al prescribir que "Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad"
(26).

El principio de la dignidad de la persona protege una variedad de situaciones (la de los funcionarios,
militares, estudiantes, detenidos o reclusos, usuarios de servicios públicos etc.) (27) y debe observarse en todos
los elementos del acto administrativo (competencia, causa, objeto, forma y finalidad). Su violación implica la
inconstitucionalidad del acto por la violación de un tratado internacional que es parte integrante de la
Constitución y la nulidad puede encuadrarse en cada uno de los supuestos de nulidad absoluta previstos en el
art. 14 de la LNPA (v.gr., incompetencia en razón de la materia por violar la Constitución y así, sucesivamente,
con los demás elementos del acto administrativo).

No se puede desconocer tampoco, como se ha señalado, que un grupo de fallos de la Corte Suprema ha
conectado el llamado Estado constitucional de derecho con la inmediata protección de la dignidad humana (28).

Recordemos que en la dignidad de la persona humana se fundamentan los demás principios generales del
derecho, ya sean comunes a todo el derecho, como el principio de buena fe, los de pro homine y pro libertate,
junto a los que son propios y típicos del derecho público, como el principio de confianza legítima (29) y la tutela
judicial y administrativa efectiva, que constituyen nuevos paradigmas del derecho administrativo.

Al propio tiempo, aunque los hechos y actos de los gobernantes suelen demostrar lo contrario, el
ordenamiento internacional aplicable en el orden interno (30) ha potenciado la observancia de la moral pública y
la lucha contra la corrupción. El acto administrativo cuyo objeto transgrede la moral pública adolece de nulidad
absoluta (31) y la conducta del funcionario merece el reproche penal correspondiente.

VIII. Los paradigmas en el derecho público como principios generales del derecho

El concepto de paradigma, empleado para captar el sentido de la revolución científica que se opera en el
campo de las ciencias físicas y naturales y, en general, en el de la historia de las ciencias, puede ser utilizado
con provecho en el ámbito de las ciencias sociales para explicar los fenómenos propios de la transformación de
las instituciones (32).

Porque es evidente que todas las ciencias se apoyan en un paradigma o conjunto de ellos, los cuales cumplen
la función de ser una suerte de ley básica que alimenta sus principios de un modo continuo y generalizado.

La dinámica de los paradigmas hace que las formulaciones de los principios en el mundo del derecho
requieran ser ajustadas cuando la realización del bien común lo demande (generalmente orientado por
necesidades sociales), y en la medida en que éstas no excedan los principios básicos que fundamentan la justicia
material, en sus diversas especies (conmutativa, distributiva y legal).

En la actualidad, el paradigma se ha convertido en una noción, ciertamente versátil, que se utiliza para
diversos usos interpretativos con significados diferentes, dada la libertad de estipular conceptos que es propia de
la ciencia del derecho. De ese modo, mientras algunos conciben a los paradigmas como nuevas visiones del
derecho, y otros como principios generales o valores jurídicos, no faltan quienes los circunscriben a los
principios del llamado neoconstitucionalismo.

Cuando aludimos a los valores jurídicos asimilándolos a los principios generales no estamos haciendo
referencia a los valores básicos fundamentales (33). Nos referimos a los principios generales del sistema jurídico
(estén o no positivizados) que, aun cuando no se relacionan en base a un orden jerárquico predeterminado, se
interpretan y aplican con arreglo a las exigencias básicas de la razonabilidad práctica (34). Lo cierto es que hasta
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quienes distinguen por su grado de especificación los valores de los principios (el principio tendría un grado
mayor de determinación) admiten que ambos son preceptivos (35) y que hay principios que se ha entendido
configuran derechos humanos inviolables, como el derecho a la vida (36), que cumplen un papel fundamental en
el Estado de derecho en sus distintas versiones (37).

Veamos ahora algunas de las razones por las cuales los juristas y aun los filósofos del derecho no se
preguntan acerca de las exigencias de la razonabilidad práctica. Ello puede obedecer a una explícita o implícita
adhesión a la tesis positivista ancestral que separa la moral del derecho, o bien a una tendencia racionalista
moderna, que incorpora formalmente como valores o derechos en el sistema positivo aun a los que no pueden
serlo por su repugnancia a la ley natural.

En lo que sigue, vamos a referirnos a aquellos principios generales del derecho aplicables al derecho
administrativo que consideramos de relevancia fundamental y que, por tanto, cumplen la función de los
paradigmas científicos, ya sea que tengan su fuente positiva en los textos constitucionales, en cláusulas de los
tratados y en las leyes, así como en la jurisprudencia y en la doctrina, siempre que encarnen interpretaciones
iuspublicistas que resulten armónicas con el texto constitucional de 1853-1860 y la reforma de 1994. Ello no
implica desechar el comparatismo constitucional que, en cuanto resulte compatible con el derecho vernáculo,
puede ser útil para la interpretación jurídica de los preceptos positivos que, en muchos aspectos, se han fundado
en sus prescripciones.

El conocimiento de paradigmas, sea bajo la forma de principios generales o de garantías jurídicas, no es un
fenómeno exclusivo del derecho público contemporáneo ni del llamado neoconstitucionalismo. Basta recordar
la formulación y desarrollo del principio de razonabilidad y del debido proceso adjetivo (38), para citar algunos
de los principios que se desarrollaron en nuestro país bajo la influencia de las instituciones del derecho
constitucional norteamericano. Algo similar ocurrió con los principios generales del derecho elaborados por la
jurisprudencia del Consejo de Estado francés (39) (v.gr., la igualdad ante las cargas públicas y la interdicción de
la desviación de poder) fundados en la justicia o en la ley natural antes que del derecho positivo, los que
también se proyectaron a nuestro derecho administrativo.

En Europa continental, incluso en algunos países antes de la sanción de los textos constitucionales de la
posguerra, se inició un movimiento doctrinario y jurisprudencial que, como reacción a los dogmas y carencias
del derecho administrativo clásico, contribuyó a incorporar una serie de principios generales del derecho
administrativo al sistema jurídico (40) (v.gr., el informalismo, los principios pro libertate y pro actione, la buena
fe, etc.).

El proceso estaba guiado por una revalorización del Estado de derecho con una finalidad tuitiva de los
derechos fundamentales o naturales (particularmente las libertades de los ciudadanos) y ponía el acento en la
protección de la persona humana.

En la continuación de ese proceso, el llamado neconstitucionalismo europeo extremó la positivización de los
principios y nuevos derechos mediante la instrumentación de un amplio catálogo de derechos sociales, y más
tarde colectivos, estos últimos concebidos en función de la tutela de bienes comunes (v.gr., la protección
ambiental) y de la democracia participativa (derecho de participación) (41).

Algunos de esos nuevos principios y derechos plantean falsos dilemas a la hora de su interpretación. Fuera o
no por razones ideológicas, un sector de la doctrina sostiene la operatividad directa de todos los nuevos
principios y derechos, incorporándolos al orden coactivo como si fueran normas positivas, olvidando que una
buena parte de ellos son mandatos de optimización, o, según la terminología que utiliza la Corte, derechos
fundamentales con operatividad derivada (42) que, cuando implican obligaciones de hacer a cargo del Estado,
están sujetos al control de razonabilidad (43). Ese proceso de transformación de los principios generales en
normas coactivas, de contenido positivo, no ha perseguido siempre una finalidad garantista de los derechos y en
ocasiones ha transgredido el principio de la razonabilidad económica (44).

Antes bien, la ideología ha procurado imponer la prevalencia de los derechos colectivos sobre los derechos
individuales, aun a costa de aniquilar el derecho a la vida (45) que, para el pensamiento iusnaturalista, representa
un derecho absolutamente inviolable.

Ante todo, cabe advertir que el verdadero problema no radica en el reconocimiento positivo de los derechos
y bienes colectivos, cuyos valores son naturalmente protegibles en función del bien común (v.gr., la protección
de la salud y del medio ambiente) sino en el desconocimiento de valores básicos y en su interpretación
irrazonable o bien en la utilización demagógica por los gobernantes de turno, cualquiera sea la tendencia que
representen (liberales, conservadoras, socialistas, etc.).

Los paradigmas que revisten fundamental relevancia en el derecho público, al configurar principios
generales del derecho, se proyectan a la teoría del acto administrativo sobre el cual prevalecen (46). Muchos de
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ellos no son sino formulaciones evolucionadas de principios generales anteriormente reconocidos que tuvieron
recepción positiva en los tratados internacionales integrantes de nuestro ordenamiento constitucional (art. 75,
inc. 22, CN). Ello conduce a la necesidad de aplicar en nuestro derecho administrativo no sólo las normas y
principios de estos tratados sino también la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (47)

.

IX. Los nuevos paradigmas del derecho público. El principio pro homine y su función ordenadora. La
interpretación más favorable (in dubio pro libertate)

Se trata de un principio sustantivo que se dirige tanto al agente público que dicta un acto administrativo
como al juez que interpreta un principio, norma, acto o contrato administrativo. En tales casos, la aplicación e
interpretación de las normas debe orientarse hacia la solución que proteja en mayor medida a la persona (48)

(física o jurídica) (49).

El basamento normativo del principio se encuentra fundamentalmente, en el art. 2º de la Convención
Americana sobre Derechos Humanos, que consagra varias prohibiciones dirigidas a los Estados: a) suprimir el
goce y el ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en la convención o limitarlos en mayor medida que
las prevista en ella; b) limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar reconocido de
acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados Partes o de acuerdo con otra convención en que sea parte uno
de esos Estados; c) excluir otros derechos y garantías que son inherentes al ser humano o que se derivan de la
forma democrática representativa de gobierno y d) excluir o limitar el efecto que pueda producir la Declaración
Americana de Derechos y Deberes del Hombre y otros actos internacionales de la misma naturaleza.

El principio obliga a interpretar en forma favorable a la persona las normas que reconocen o amplían los
derechos humanos y, a la inversa, en forma restrictiva los que consagran limitaciones o restricciones (50), dado
que el propósito del principio consiste en "preservar la dignidad, asegurar los derechos fundamentales y alentar
el desarrollo de los seres humanos"(51). Pero también amplía el ámbito de los derechos de la persona en cuanto a
la exigibilidad de otros derechos humanos o fundamentales, como el acceso a la información pública, la
participación en la elaboración de los reglamentos y de los usuarios en los entes reguladores, la protección de
los derechos de los consumidores (52) y usuarios de servicios públicos (53), etc. Se ha sostenido que se trata de
un "mega principio" cuyo sentido es orientar una dirección valorativa de razonamiento "en dirección de la
protección de la persona"(54).

Claro está que es razonable argumentar que si el eje de la protección radica en la persona, el principio pro
homine constituye un valor básico, siendo el principio in dubio pro libertate (o favor libertatis) un derivado de
aquél, dado que la autonomía o libertad del sujeto es un prius (aunque atado siempre a la responsabilidad
personal), ya que la heteronomía y las limitaciones revisten siempre carácter excepcional. De este principio
deriva la regla de que la Administración debe inclinarse siempre por la interpretación más favorable a la persona
y el principio de que la buena fe del administrado siempre se presume, lo cual tiene particular incidencia en el
ámbito tributario (55). La autonomía y la libertad deben prevalecer sobre la restricción, que tiene que ser
limitada y establecida como excepción a la regla de un modo razonable.

Un claro supuesto que choca con los principios pro homine, pro libertate y buena fe se encuentra en la
interpretación que han efectuado la doctrina y la jurisprudencia de la Corte a partir del caso "Almagro"(56), en
torno al art. 18 de la LNPA, que permite a la Administración revocar un acto regular "si el administrado hubiere
conocido el vicio". Lo cuestionable no radica en extender la excepción a la revocabilidad del acto regular al acto
irregular, lo cual resulta lógico, dado que no puede haber una potestad de mayor extensión para revocar el acto
que tiene un vicio menor (de nulidad relativa) que el que exhibe un acto irregular que afecta el orden público
administrativo (nulidad absoluta). Lo cuestionable es presumir el conocimiento del vicio por parte del
administrado, porque ello va en contra de los mencionados principios que predican la regla inversa y de la cual
se desprende que la carga de la prueba y la de imputar el vicio al administrado es responsabilidad de la
Administración (57). En tales supuestos, debe requerirse, al menos, una participación voluntaria del
administrado, o bien que el vicio le sea imputable (58) o que exista dolo del administrado (59).

En el campo del derecho penal, el principio in dubio pro reo encarna el principio pro homine, en cuanto
asigna prevalencia —en caso de duda— a la protección de la libertad, habiéndose sostenido que "por las
características propias que hacen a la esencia de la interpretación misma de la ley penal, el principio de menor
reprochabilidad debería prevalecer sobre cualquier otro, de acuerdo a una teoría garantística y,
fundamentalmente, para proteger la imparcialidad del juzgador"(60).

(A) El texto de este trabajo es una versión escrita de la conferencia pronunciada el 23 de junio de 2016 en la
Scuola di Specializzazione in Studi sull'Amministrazione Pubblica (SPISA) de la Universidad de Bologna, en
un Seminario dirigido por el profesor Luciano Vandelli.
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